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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado RICAURTE RINCÓN CASTAÑO contra el auto interlocutorio proferido el quince (15) de marzo del presente año por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de prisión domiciliaria que presentó el interno. Debe precisarse que el presente asunto ingresó para estudio por parte de esta Corporación el pasado seis (6) de junio de la presente anualidad. 

2.- PROVIDENCIA 

El señor juez que vigila el cumplimiento de la pena impuesta al señor RINCÓN CASTAÑO, previa visita socio familiar al hogar del sentenciado cuyos resultados anotó, conceptuó que el requisito objetivo contemplado en el artículo 38 del Código Penal para la concesión de la prisión domiciliaria se satisfacía en vista de que considerados de manera individual los delitos por los cuales se le sancionó, su sanción mínima de cinco (5) años no era superada. No acontecía lo mismo en relación con el factor subjetivo, ya que estudiadas las circunstancias en que se produjo el delito, se tenía que el sentenciado había convertido los delitos de estafa y falsedad en documentos como una fuente adicional de ingresos, ya que no podía olvidarse que para la época de los hechos se desempeñaba como empleado público, posición que aprovechó para falsificar los documentos que posteriormente utilizó para estafar, lo que no era propiamente la actitud de una persona respetuosa de los derechos ajenos, sino de alguien que mostraba osadía y capaz de utilizar su inteligencia para causar daño, cuando precisamente su condición de empleado público le exigía una conducta distinta. Si quien así actuaba no era un peligro para la comunidad entonces no se sabía quiénes podían serlo.

De otro lado, fueron varias las sentencias condenatorias proferidas en su contra por hechos similares, algunas de las cuales habían sido acumuladas por ese mismo despacho en proceso dentro del cual se le concedió la libertad condicional.

Aclaró que así la condición de padre cabeza de familia no había sido sustento de su petición, sus menores hijos se encontraban con su esposa quien por demás laboraba con sus hermanos en una panadería, lo que quería decir que no estaban abandonados a su suerte y por tanto, el sentenciado no podía ser destinatario de la pena sustitutiva que consagra la ley 750 de 2002.

En consecuencia, negó la prisión domiciliaria pedida.     

3.-  RECURSO

El interno aduce en contraposición de los argumentos contenidos en la decisión que fue adversa a sus intereses, que las circunstancias particulares de los delitos cometidos ya fueron objeto de valoración por parte de los jueces que impusieron las condenas, de los que ya se encuentra arrepentido y cuya prueba la constituye el hecho de haberse dedicado desde el momento en que se le concedió la libertad condicional, a trabajar en beneficio de su familia y de su comunidad, lo que se demostró con la visita de la Trabajadora Social a su residencia, dado que si así no fuera no tendría las relaciones contractuales que sostiene con la Administración Municipal de Dosquebradas.

Refiere que los hechos que ahora lo tienen tras las rejas, se remontan al mes de enero de 1995, luego de lo cual por más de doce (12) años no ha cometido un delito, lo cual puede certificar el mismo Juzgado de Ejecución de Penas, porque de ser así, ya le habría revocado el beneficio de la libertad condicional que le había sido otorgada hacía más de cuatro (4) años, vigilada por el mismo despacho.

Se refiere a la función resocializadora de la pena, materializada en las labores que ha estado desarrollando y pretende seguir desarrollando desde su casa al frente de la Cooperativa de Transporte de Dosquebradas, con lo que pretende demostrar que de concederse la prisión domiciliaria no se estaría poniendo en peligro a la comunidad sino que por el contrario le ofrece un beneficio al prestarle un servicio a los estudiantes del área rural de ese municipio. Agrega también que es el mismo comportamiento intachable como padre y persona trabajadora permitirían desestimar la necesidad de continuar en prisión.

Solicita la revocatoria de la decisión apelada, para que en su defecto, se le conceda la prisión domiciliaria deprecada.   

4.-  SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar la apelación interpuesta contra la decisión adoptada por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que le negó la prisión domiciliaria al interno.

En aras de realizar el correspondiente pronunciamiento que a esta instancia compete, debe decirse que de conformidad con los lineamientos de la jurisprudencia existente al respecto, cuando el juez estudia el comportamiento social, laboral y familiar de un recluso en aras de determinar la procedencia de la prisión domiciliaria, debe hacerlo ex ante y no ex post, es decir, la conducta que debe mirarse es aquella anterior o concomitante con el delito cometido, de conformidad con lo establecido en el artículo 38 del Código de Procedimiento Penal de 2000, norma aplicable en el presunto asunto por razón de la época en que fueron cometidos los hechos, pero en especial, del momento en que se produjo la sentencia que origina la privación de la libertad que ahora soporta el señor RINCÓN CASTAÑO.

En ese orden de ideas, no es procedente que el recluso pueda disfrutar de la casa por cárcel, dado que analizada su situación particular para el momento en que se cometieron los ilícitos cuyas consecuencias ahora sufre, pero en especial, en lo concerniente con la conducta realizada en la ciudad de Bogotá, resalta que el señor RICAURTE RINCÓN CASTAÑO prevalido de sus conocimientos en el sector de los negocios con automotores, no vaciló en transgredir las normas penales que le exigían actuar conforme a derecho y sin el menor respeto por los intereses de los demás, quienes creyeron estar realizando transacciones comerciales transparentes sobre vehículos legalmente adquiridos -así aparentemente se desprendía de los documentos por él entregados-, los cuales, por haber sido obtenidos de manera ilegal no podían ser ingresados al comercio normal de bienes con un notable perjuicio para quienes pretendían adquirir sus automotores.

Desde luego que el pronóstico que aquí se hace, es inherente a la figura de la prisión domiciliaria y debe comprender los aspectos anteriormente señalados, sin que ello pueda significar que se trate de una vulneración del non bis in idem como parece entenderlo el interno apelante. Lo que acontece es que dado que el sustituto de la prisión es una figura especial, que permite seguir descontando en su residencia la pena intramural a la que se ha hecho acreedor el sentenciado, es deber del juez verificar que solamente accedan a este beneficio quienes en realidad tengan derecho a él, lo que no ocurre en el caso del señor RINCÓN CASTAÑO. 

Basten los anteriores planteamientos para concluir que la decisión adoptada en la primera instancia debe ser convalidada por esta Sala.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ  
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